
 
 

Nulidad matrimonial y anulación del matrimonio 
  
 
El canon 1055 § 1 define el matrimonio como un “consorcio de toda la vida”, y el canon 
1056 considera la indisolubilidad como propiedad esencial del matrimonio. Sin embargo, la 
Iglesia tiene organizado un sistema judicial con tribunales en todas las diócesis que pueden 
examinar los matrimonios, y a veces hay matrimonios canónicos en los que los cónyuges se 
separan y vuelven a contraer matrimonio. Parece necesaria una aclaración de los conceptos 
que se manejan.  
 
Nulidad y anulación de los actos jurídicos 
 
Aunque los términos nulidad y anulación a veces se usan como sinónimos, en derecho 
tienen significados distintos. Por anulación se entiende el hecho de declarar ineficaz un acto: 
cuando se anula un acto jurídico, lo que se hace es declarar que desde ese momento el acto 
no produce efectos. La declaración que anula un acto, así vista, no entra a considerar la 
existencia del acto. El acto que se ha anulado ha existido y ha producido efectos jurídicos 
válidos, pero -por los motivos tasados que el derecho considere relevantes- desde el 
momento de la declaración deja de existir el acto. 
La declaración de nulidad de un acto, sin embargo, supone la inexistencia del acto. Cuando 
se declara nulo un acto, lo que se declara es que el acto nunca ha existido. Tampoco han 
producido efectos jurídicos válidos, por lo tanto. El acto nulo lo es porque en su origen, en 
su formulación, contiene defectos de tal gravedad que provocan que, en justicia, el acto 
deba ser tenido como no celebrado. El término nulidad se opone a validez. Naturalmente, se 
presume la validez de los actos jurídicos, o lo que es lo mismo, los actos que aparentemente 
se han realizado se han de considerar válidos, salvo prueba en contrario. Se da relevancia a 
la apariencia, por razones de seguridad jurídica: en otro caso, se haría casi imposible el 
tráfico jurídico. Por razones elementales de justicia, sin embargo, se da la posibilidad a las 
partes legítimamente interesadas de demostrar la nulidad de un acto. Esa es la función de los 
tribunales de justicia. 
Obviamente, para declarar la nulidad de un acto se considera lo que ocurrió en el momento 
de producirse el acto, siendo indiferente lo que haya ocurrido después, durante la vida del 
acto. La declaración de nulidad examina que el acto era imposible. Uno de los ejemplos más 
claros es el contrato celebrado bajo coacción. Al juez que debe examinar la nulidad de un 
contrato celebrado bajo coacción no le interesa lo que ha ocurrido durante la vida del 
contrato, sino lo que ocurrió en el momento de la celebración del contrato. Las partes, por lo 
tanto, deben aportar pruebas de la coacción en el momento de la celebración; y no es posible 
pretender que hubo coacción ateniéndose a lo que ocurrió en la vida del supuesto contrato. 
Mientras que en la anulación suele ser irrelevante la celebración del negocio jurídico, para 
centrarse en la vida del acto. Un ejemplo es el contrato continuo -como el suministro de 
electricidad o de gas- que se ha de anular por falta de pago. 
Los efectos de una declaración de anulación se producen desde el momento de la 
declaración, o con expresión clásica se producen ex nunc. Mientras que los efectos de la 
declaración de nulidad se retrotraen al momento de producirse el acto: son efectos ex tunc. 
Como ya hemos dicho, se considera que no ha producido efectos. Por razones de equidad, 
sin embargo, y en atención a la buena fe de quien recibe efectos jurídicos de un acto nulo, 



muchas veces el ordenamiento jurídico tiene mecanismos correctores de la dureza de esta 
norma: puede hacer la ficción jurídica de considerar legítimos actos que en su origen son 
ilegítimos. Pero ello no afecta a la nulidad del acto en sí, sino sólo a la legitimidad de los 
actos que se derivan del acto nulo. 
Los procesos matrimoniales canónicos tienen la finalidad de dilucidar la duda de la validez 
o no de un matrimonio. Si es el caso, el tribunal eclesiástico declara la nulidad del 
matrimonio. Se puede decir, por lo tanto, que en términos generales la Iglesia no puede 
anular matrimonios. No lo hace, ni tampoco pretende hacerlo. 
 
Los procesos de nulidad matrimonial 
 
Por lo tanto, cuando las partes acuden a los tribunales eclesiásticos por causas de índole 
matrimonial, lo que hacen es preguntar a la autoridad eclesiástica competente si un 
matrimonio es nulo. Formalmente no acuden para que se les solucione un problema, sino 
para resolver una duda de conciencia: la de si se han casado verdaderamente o su 
matrimonio fue nulo. Por supuesto, si han dado ese paso es porque existen problemas, y la 
nulidad del matrimonio sería la solución. Pero la pregunta que se le hace al tribunal 
eclesiástico es la de la nulidad del matrimonio, lo cual es independiente de lo que haya 
ocurrido en el transcurso de la vida matrimonial. 
Naturalmente, el tribunal sólo puede dar dos respuestas, reconociendo la nulidad o la 
validez: sentencia pro nullitate o pro validitate. Y de acuerdo con lo que llevamos dicho, al 
tribunal no le interesa lo ocurrido durante la vida del matrimonio. Lo que le interesa es lo 
que ocurrió en el momento de la celebración del matrimonio: el juez eclesiástico intentará 
establecer si verdaderamente se celebró el matrimonio, o por el contrario, se interpuso 
alguna dificultad objetiva que hizo que el consentimiento emitido no fuera válido. Las 
causas de nulidad matrimonial son, brevemente, la existencia de un impedimento, el defecto 
de forma válida o el vicio de consentimiento. 
No se debe olvidar que forma parte de la función pastoral de la Iglesia la búsqueda de la 
verdad. No es una actitud pastoral válida la respuesta del juez que no esté de acuerdo con la 
verdad objetiva. El juez, por lo tanto, habrá de dictar la sentencia que más se acerque a la 
verdad objetiva, aunque defraude las expectativas de las partes. Verdaderamente, no 
defraudará las expectativas de las partes si la sentencia se ajusta a derecho. 
 
Condiciones para comenzar un proceso de nulidad matrimonial 
 
Para iniciar una causa de nulidad matrimonial, se ha de presumir, con un prudente 
fundamento, que alguna de las circunstancias que rodean a dicho matrimonio puede entrar 
en una de las causas previstas por el Derecho Canónico como factores que producen dicho 
efecto, al viciar alguno de los elementos esenciales a la naturaleza del propio contrato 
matrimonial. 
Estos elementos que se deben estudiar, los podemos englobar en tres capítulos: A.-Los 
impedimentos; B.- Los defectos del consentimiento matrimonial; C.-Los defectos de forma 
canónica. 
A.- El desarrollo de los impedimentos, que por su propia naturaleza hacen nulo el 
matrimonio, viene tratado en el Código de Derecho Canónico en los cánones 1083 al 1094. 
B.- Uno de los cánones más relevantes sobre los efectos del consentimiento matrimonial 
es el 1095, en el que se afirma: “Son incapaces de contraer matrimonio: 1º- quienes carecen 
de suficiente uso de razón; 2º-quienes tienen un grave defecto de discreción de juicio acerca 



de los derechos y deberes esenciales del matrimonio que mutuamente se han de dar y 
aceptar; 3.-quienes no pueden asumir las obligaciones esenciales del matrimonio por causas 
de naturaleza psíquica.” 
Este canon refleja que la capacidad consensual ha de ser un acto de la voluntad cualificado 
por la naturaleza de su objeto y de su título. Mientras los impedimentos tipifican 
inhabilidades para ser contrayente legítimo, la incapacidad consensual atiende al sujeto del 
acto interno del consentimiento, tipificando anomalías graves de su estructura psíquica que 
impiden estimar el acto de la voluntad como un acto humano libre, pleno, responsable y 
proporcionado al matrimonio, en que consiste el consentimiento naturalmente suficiente. 
En la “falta de suficiente uso de razón”, se encuentran quienes se encuentren afectados por 
una enfermedad mental, o están privados, en el momento de prestar consentimiento, del uso 
expedito de sus facultades intelectivas y volitivas imprescindibles para emitir un acto 
humano. 
El “defecto grave de la discreción de juicio” del número segundo de dicho canon hace 
referencia a la falta de madurez intelectiva y voluntaria necesaria para discernir, en orden a 
comprometer con carácter irrevocable, los derechos y deberes esenciales del matrimonio 
que han de ser objeto de mutua entrega y aceptación. Salvo prueba en contra, a partir de la 
pubertad se presume este grado suficiente de discreción de juicio para el consentimiento 
válido. 
En lo que se refiere a lo contenido en el punto 3º del canon, se ha de tener en cuenta que lo 
relevante no es tanto la gravedad de la anomalía psíquica, cuanto la imposibilidad del 
contrayente de asumir, la cual ha de ser absoluta, puesto que se trata de un concepto 
jurídico, que se distingue de su causa psicopatológica, y dado que no cabe en el derecho 
matrimonial un consentimiento parcialmente válido, se debe concluir que el contrayente 
posee plena capacidad jurídica o no la posee en absoluto. 
En los cánones 1097 y 1098 se trata de las causas que invalidan el matrimonio por error, 
bien acerca de la persona, bien por dolo provocado para su consentimiento, acerca de una 
cualidad del otro contrayente, que por su naturaleza puede perturbar gravemente el 
consorcio de vida conyugal. En el canon 1102 declara inválido el matrimonio contraído bajo 
condición de futuro. Lo es también el contraído por violencia o grave miedo proveniente 
de causa externa, según el canon1103. 
C.- Los defectos de forma canónica. En el canon 1108 se trata de los requisitos de validez 
en cuanto a la forma. Son válidos los contraídos ante el Ordinario del lugar o el párroco, o 
sacerdote o diácono delegado, y ante dos testigos. 
 
Consejos pastorales 
 
A la luz de estos conceptos fundamentales se ha de hacer ver a las partes interesadas que 
sólo es lícito pedir la nulidad de un matrimonio -iniciando el respectivo proceso canónico- 
cuando se está convencido en conciencia de que hay al menos dudas serias sobre la 
existencia de una causa que haga nulo el matrimonio aparentemente contraído. Como este 
juicio puede ser difícil de formular, conviene que se pida consejo, o se remita a la parte 
interesada a quien cuente con una preparación especializada en derecho canónico y, al 
mismo tiempo, posea un criterio correcto en esta materia. 
Por desgracia, en muchos lugares se ha ido extendiendo una mentalidad que considera la 
nulidad como una solución pastoral si surgen dificultades serias en el matrimonio. 
Precisamente la inmadurez psíquica ha sido uno de los motivos más utilizados para 
justificar la petición de nulidad. El Papa Juan Pablo II ha hecho varias referencias a esta 



cuestión en sus discursos a la Rota Romana, de modo especial en el discurso del 6 de 
febrero de 1987. 
La función de la actividad judicial de la Iglesia -como de toda actividad judicial- es la 
búsqueda de la verdad. En el caso de los procesos de nulidad matrimonial, los órganos de 
justicia han de determinar si en el supuesto de hecho el matrimonio fue nulo o no, es decir, 
si hubo o no matrimonio. Lo cual es independiente del desarrollo posterior de la vida en 
común de las partes procesales. Faltaría a la verdad el juez eclesiástico que declarara la 
nulidad de un matrimonio, si no resulta de las pruebas presentadas después de un juicio en 
el que haya habido contradictorio, únicamente con la finalidad de contentar a las partes o 
ayudarles a emprender una vida nueva. Para cumplir esa finalidad -que es en sí misma 
encomiable- el juez ha de buscar las soluciones adecuadas, pero no puede engañar a las 
partes. 
Además, los pastores deben tener en cuenta -si se les presenta un caso en el que 
presumiblemente haya un matrimonio nulo- que no debe ofrecer el proceso de nulidad como 
única solución. El pastor de almas ha de ofrecer también la posibilidad de convalidar el 
matrimonio o sanarlo en la raíz, siempre que sea posible. Al ofrecer esta posibilidad, ha de 
tener en cuenta no sólo en el bien de los cónyuges, sino también el de los hijos habidos en la 
unión, además del bien de la sociedad. 
 
 


